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I. Introducción


 Una vez transcurridos varios años desde la reforma de la LJCA por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, de modificación de la LOPJ, cuya disposición final tercera introdujo una reforma importantísima del recurso de casación en el orden Contencioso-Administrativo que entró en vigor el 22 de julio de 2016 (1) , es posible ofrecer un análisis sobre los primeros resultados de la reforma.

El estudio que con estas líneas se inicia analiza la reciente reforma del recurso de casación en el orden Contencioso-Administrativo centrado en el interés casacional objetivo para la creación de jurisprudencia, que constituye su piedra angular. La descripción sumaria de la reforma legal es un presupuesto insalvable para abordar el análisis de los supuestos que, a juicio de la Sección de Admisión de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, tienen interés casacional objetivo, con especial atención a aquellos referidos al urbanismo, en concreto, al planeamiento urbanístico y territorial.

Centrar el estudio sobre el interés casacional objetivo en el planeamiento urbanístico se debe a la desastrosa situación de esta institución en nuestro país. En mi criterio, resulta imprescindible que la Sala Tercera del Tribunal Supremo inicie un proceso de reflexión interna sobre la Jurisprudencia consolidada en relación con las potestades del Juez de lo Contencioso-Administrativo aplicadas a la declaración de nulidad de los instrumentos de planeamiento. No obstante, la STS de 27 de mayo de 2020, rec. 6731/2018, sobre el PG Supletorio de Yaiza, nos indica que todavía no ha llegado ese momento.

Los planes urbanísticos son instrumentos esenciales para el desarrollo ordenado de una ciudad que debe tomar en cuenta todos los intereses y bienes jurídicos implicados. Han sido definidos como: «radiografía o cartografía de la realidad urbanística existente en el momento de su aprobación definitiva (dimensión estática); y, por otro lado, la dimensión dinámica o prospectiva del urbanismo municipal, [que] contiene las determinaciones que han de conducir a la nueva realidad urbanística prevista en el PGOU». Como un «dibujo de lo existente y el diseño de lo previsto». (2)  Precisamente esta pretensión de universalidad, totalizadora del plan urbanístico y territorial, conlleva que en no pocas ocasiones acaben ante la Jurisdicción contencioso-administrativa, dado el complejo proceso de aprobación de los instrumentos de planeamiento. La complejidad de los trámites requeridos por el legislador, precisamente con la intención de salvaguardar los intereses jurídicos implicados en las previsiones de un plan urbanístico y las diferentes perspectivas sectoriales (costas, aguas, carreteras), a través de los informes correspondientes, la necesaria evaluación de impacto ambiental de las determinaciones de ordenación territorial y urbanística que contiene el plan, la participación ciudadana a través del trámite o trámites de información pública (esto último en el caso de que se introduzcan modificaciones sustanciales a lo proyectado una vez realizado el primer trámite de información pública), conlleva una dilatada tramitación del instrumento de planeamiento que, eventualmente, puede ser revisado y anulado en sede judicial. Esta compleja tramitación ha determinado, entre otros factores, la declaración de nulidad de muchos instrumentos de planeamiento por resoluciones judiciales recientes, con las consecuencias perjudiciales que ello supone para la seguridad jurídica y el erario público, dada las acciones de responsabilidad patrimonial de la Administración pública que se pueden llegar a plantear y la necesidad obvia también de iniciar una nueva tramitación urgente de la norma que sustituya al plan anulado. Raras veces el plan previo revivido es compatible con el desarrollo urbano o territorial alcanzado.

Siendo consciente del momento actual que vive el planeamiento urbanístico y territorial y, además, de la transformación del recurso de casación Contencioso-Administrativo con la introducción del interés objetivo casacional, este estudio tiene por objeto poner de manifiesto qué asuntos o aspectos relativos al planeamiento podrían ser admitidos por tener interés objetivo casacional, que dé la oportunidad a la Sala Tercera del Tribunal Supremo de iniciar el necesario proceso de reflexión interna antes citado. Todo ello sin desconocer que la situación del urbanismo en España, y en especial del planeamiento urbanístico y territorial, precisa asimismo que los legisladores estatal y autonómicos introduzcan reformas legislativas que expresamente faculten a los jueces de lo Contencioso-Administrativo para utilizar los instrumentos legales a favor de salvaguardar la vigencia de los instrumentos de planeamiento aprobados siempre que sea posible. Asimismo, corresponde a los legisladores estatal o autonómicos introducir reformas que simplifiquen los procedimientos de aprobación del planeamiento y/o, en su caso, que distingan, los elementos del plan que tienen naturaleza normativa, de aquellos otros cuya naturaleza sea de actos administrativos.

En cuanto a la estructura del trabajo se divide en tres partes claramente diferenciadas, que se corresponden con el objetivo del mismo. La primera parte está dedicada a analizar algunos aspectos esenciales de la reforma, con particular atención a la regulación del interés casacional objetivo, que se compara con la regulación y aplicación de la especial trascendencia constitucional del recurso de amparo, dado que ambos son requisitos procesales de admisión de los recursos de casación y de amparo pero, sobre todo, porque ambos han producido lo que algunos denominan la objetivización de los recursos, es decir, que con la introducción de estos requisitos tanto el recurso de casación como el recurso de amparo no tienen por finalidad salvaguardar los derechos e intereses legítimos del recurrente, sino permitir a ambos tribunales (Supremo y Constitucional), centrase en la función principal que tienen encomendada por el ordenamiento jurídico, como más adelante se expone.

La segunda parte del estudio está dedicada a dibujar el mapa casacional en materia de instrumentos de planeamiento urbanístico, es decir, qué recursos de casación podrían ser admitidos por apreciarse interés casacional objetivo dado que permitirían a la Sala Tercera del Tribunal Supremo iniciar un proceso de reflexión interna sobre la Jurisprudencia en materia de planeamiento urbanístico. Con carácter previo y necesario para la delimitación del mapa casacional es imprescindible abordar la descripción de los asuntos admitidos que, por tanto, presentan interés casacional objetivo, así como su resolución por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, junto con la exposición de la Jurisprudencia consolidada sobre los efectos de la nulidad de los planes. Además, se aborda el análisis de las soluciones propuestas por la doctrina científica para atajar la denominada mortalidad judicial del planeamiento.

La tercera y última parte de este estudio está dedicada al análisis de la Proposición de Ley de medidas administrativas y procesales para reforzar la seguridad jurídica en el ámbito de la ordenación territorial y urbanística, publicada en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, XII Legislatura, de 15 de octubre de 2018, Serie B, núm. 319-1, como solución a adoptar por el legislador estatal para evitar la declaración judicial de nulidad de los planes urbanísticos y territoriales. Hace ya tiempo que el proyecto duerme en algún cajón, pero confiamos en que, más pronto que tarde, se retomará ésta u otras iniciativas legislativas que permitan la optimización del principio de seguridad jurídica (ex art. 9.3 CE) en el ámbito del planeamiento urbanístico y territorial.






	 (1) 

	De acuerdo con lo dispuesto en la Disposición final décima de la LO 7/2015, de 21 de julio.
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	J.M. ALEGRE ÁVILA, «Once proposiciones sobre la idea de plan o de cuando el mito se hace realidad», en el blog del autor, disponible en www.aepda.es. Del mismo autor, «De los planes urbanísticos y de anulaciones judiciales», en Práctica urbanística: Revista mensual de urbanismo, n.o 144, pág. 217.
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II. Configuración general del nuevo recurso de casación


 1.  La objetivación del recurso de casación: el cambio de modelo

La reforma de la Sección Tercera, del Capítulo III, de la LJCA, que regula el recurso de casación por la citada LO 7/2015, de 21 de julio, ha supuesto un cambio de paradigma respecto de la configuración previa del citado recurso. (1)  Se ha objetivado la admisión del recurso de casación con lo que cambia la naturaleza jurídica del mismo: de ser una vía procesal extraordinaria pero, en todo caso, centrada en la reparación de intereses y derechos subjetivos al margen de la trascendencia jurídica del asunto y de si la resolución podía crear pautas interpretativas del sistema jurídico, pasa a ser un recurso enfocado a la labor primordial que debe cumplir el Tribunal Supremo, esto es la creación de jurisprudencia y la unificación de criterios. (2)  (3) 

Era un cambio previsible en la configuración del recurso de casación Contencioso-Administrativo, por el alto número de recursos a que el Tribunal Supremo tuvo que hacer frente en los últimos tiempos, (4)  que previamente tuvo lugar en el recurso de casación civil y, asimismo, en el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. (5)  De hecho, la admisión discrecional o parcialmente discrecional de recursos, la encontramos en las altas magistraturas de otros Estados, como Francia, Alemania o Estados Unidos. (6) 

A pesar de que se trataba, como digo, de un cambio previsible, ello no obsta para que haya sido objeto de críticas, porque el cambio de modelo conduce irremediablemente a que se queden fuera del recurso de casación asuntos sobre los que ya existe jurisprudencia consolidada, con la afectación particular a los intereses del recurrente (7)  (8)  y, por ende, a su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva. (9)  (10) Frente a esas críticas, algún autor nos recuerda que corresponde a las resoluciones judiciales de instancia salvaguardar el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24.1 CE (salvo en los asuntos penales, donde el derecho de acceso al recurso forma parte del citado derecho fundamental), sin que la satisfacción del citado derecho fundamental sea un objetivo primordial del recurso de casación que está centrado en la formación de jurisprudencia. (11) 

En mi criterio, la apreciación del interés objetivo casacional para la formación de jurisprudencia, junto con la exigencia de que los asuntos tengan especial transcendencia constitucional para acceder al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, sí que afectará negativamente a la tutela judicial subjetiva de los ciudadanos. La objetivación de sendos recursos, con la modificación de la LOTC por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, y de la LJCA por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, deja al justiciable huérfano frente a la lesión de su derecho o interés legítimo que no haya sido reparada en la instancia si, por ejemplo, el asunto de fondo no es susceptible de recurso de apelación (ex art. 81 LJCA), ni de casación o amparo, porque no trasciende del caso concreto, no es novedoso o no plantea una revisión de la jurisprudencia existente.

Un ejemplo, entre muchos otros que podemos encontrar, lo constituye la Sentencia de 11 de febrero de 2019, núm. 24/2019, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Primera, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, que estimó parcialmente el recurso de apelación (núm. 172/2017) formulado por el Ayuntamiento de Toledo frente a la Sentencia de 1 de diciembre de 2016, núm. 364/2016, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.o 2 de Toledo, por considerar que los intereses de demora de un contrato de prestación del servicio de limpieza viaria y recogida de residuos, se devengaban teniendo en cuenta el principal y sin incluir en el cálculo el importe del IVA, a diferencia de lo que estimó en la instancia el órgano judicial. Pues bien, el recurso de apelación fue admitido sólo respecto de las tres facturas, cuyos intereses de demora superaban los treinta mil euros (suma graviminis en apelación), por lo que la Sala en la Sentencia de apelación no pudo anular la decisión judicial de instancia respecto de otras facturas, lo que obligó al Ayuntamiento a pagar intereses de demora no sólo sobre el principal adeudado al contratista, sino también contabilizando para ello los importes satisfechos en concepto de IVA.

En consecuencia, la reforma del recurso de casación contencioso-administrativa en cuanto introduce un modelo objetivo de tutela judicial por parte de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, debería ir acompañado de la generalización de la segunda instancia, recurso de apelación, en el Contencioso-Administrativo. Y ello, con el fin de evitar que asuntos como el referido previamente, que obviamente no son susceptibles de casación ni de amparo, produzcan un perjuicio económico, en este caso, a los presupuestos públicos del Ayuntamiento de Toledo.

Respecto a la necesaria generalización de la segunda instancia en la jurisdicción contencioso-administrativa, se pronuncia L. CASADO CASADO, que aprecia esa necesidad no sólo desde un punto de vista de tutela judicial efectiva de los administrados, sino, sobre todo, como instrumento que podría mejorar el funcionamiento de los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa propiciando, entre otros beneficios, su descongestión. (12)  En este sentido, cita L. CASADO CASADO, a J.P. QUINTANA CARRETERO, quien destaca que el ochenta por ciento de los recursos Contencioso-Administrativos se resuelven en única instancia, dadas las restricciones que existen para recurrir en apelación, lo que obstaculiza que la interpretación y aplicación del sistema jurídico se realice de forma uniforme por los órganos judiciales de la jurisdicción contencioso-administrativa. (13)  En este sentido también, J.A. SANTAMARÍA PASTOR alerta de los peligros que encierra la independencia judicial sin revisión ulterior, que tan a menudo se produce en la jurisdicción contencioso-administrativa, y que podrían ser compensados con la generalización del recurso de apelación. (14) 

Ahora bien, debemos tener en cuenta que, esta generalización de la segunda instancia en la jurisdicción contencioso-administrativa de la que numerosos autores se hacen eco, exigiría obviamente una revisión de los asuntos atribuidos a los juzgados y juzgados centrales de lo Contencioso-Administrativo, con el fin de generalizar, asimismo, la primera instancia en estos órganos jurisdiccionales y, facilitar con ello, que las Salas de lo Contencioso-Administrativo puedan asumir la tramitación de un número más amplio de recursos de apelación, que previsiblemente se presentarían de suprimirse las restricciones que actualmente operan. (15) 

Asimismo, debo poner de manifiesto que la exigencia de acceso al recurso de apelación con carácter general, se hace incluso desde el ámbito de los propios órganos judiciales de la jurisdicción contencioso-administrativa, en materia de sanciones administrativas. (16)  La Sentencia de 4 de octubre de 2011, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Cataluña, núm. 1047/2011 (Ponente María Luisa Pérez Borrat), FJ 2º, fundamenta la admisión del recurso de apelación contra la sentencia de instancia que confirmó una sanción de multa, por importe inferior a 30.000 euros, porque «el ejercicio y la materialización de la potestad sancionadora no puede ser objeto de valoración económica. La trascendencia y efectos jurídicos de dicha potestad supera ese mero concepto cuantitativo en términos económicos».

En conclusión, es posible afirmar que las reformas del recurso de amparo en 2007, junto con la reforma del recurso de casación en 2015, ambas en el sentido de inclinar la balanza hacia la tutela judicial objetiva, han reducido las opciones del individuo en defensa de sus intereses y derechos. Bien es verdad que el fin es absolutamente legítimo, en particular descongestionar ambos tribunales e intentar que centren sus esfuerzos en cuestiones nucleares como, el control de constitucionalidad de las normas con rango de ley y el orden constitucional de distribución de competencias respecto del Tribunal Constitucional; y la creación de jurisprudencia y la unificación de criterios respecto del Tribunal Supremo.

2.  El recurso de casación autonómico

La disposición final tercera de la Ley Orgánica 7/2015, en sustitución del recurso de casación para unificación de doctrina, reguló el recurso de casación autonómico con una regulación tan escueta (en el art. 86, 3, segundo párrafo, de la LJCA), que ha sido objeto de interpretaciones distintas por los Tribunales Superiores de Justicia de diversas Comunidades Autónomas (17)  y ha planteado, también, algunas dudas sobre su constitucionalidad.

A continuación, se expone la doctrina constitucional sobre el nuevo recurso de casación autonómico.

En el ATC 41/2018, de 16 de abril, primer pronunciamiento del Tribunal Constitucional, se inadmitió el recurso de amparo formulado por la Letrada de la Junta de Extremadura contra la inadmisión del recurso de casación autonómico, entre otros motivos, porque la sección prevista en el art. 86.3, segundo párrafo, de la LJCA, era de imposible constitución, dado que el Presidente intervino en la deliberación que dio lugar a la Sentencia impugnada y no podía ser sustituido por otro magistrado, porque todos ellos también intervinieron (Auto de 22 de junio de 2017 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, confirmado con la inadmisión del incidente de nulidad de actuaciones por Providencia de 11 de julio de 2017). El recurso de casación autonómico se había formulado frente a la Sentencia de 16 de febrero de 2017, la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Extremadura, que estimó parcialmente el recurso Contencioso-Administrativo formulado contra la Resolución de 18 de mayo de 2015 de la Consejería de Fomento, Vivienda y Ordenación del Territorio de la Junta de Extremadura, por la que se aprobó definitivamente el Plan General de Ordenación de Villanueva de la Serena. La Sentencia del TSJ de Extremadura anuló el citado instrumento de planeamiento en cuanto calificaba una parcela, propiedad de los recurrentes, como suelo urbano no consolidado, en lugar de suelo urbano consolidado, tal y como había sido calificada previamente. El recurso de amparo fue inadmitido por el ATC 41/2018, en lugar de por providencia, porque la Sección Primera del Tribunal Constitucional apreció, en la fase de admisión del recurso amparo, que el asunto tenía especial trascendencia constitucional, concretamente por tratarse de un asunto que «trasciende del caso concreto porque plantee una cuestión jurídica relevante y general repercusión social o económica o tenga unas consecuencias políticas generales» (18) . En el caso de autos la ETC derivó de la conclusión alcanzada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Extremadura: que el recurso de casación autonómico no era aplicable en la práctica por el citado órgano judicial dada la composición del mismo.

A pesar de que el asunto trascendía del caso concreto, el recurso de amparo fue inadmitido finalmente por el ATC 41/2018, porque no se apreció por parte de la Sección Primera del Tribunal Constitucional la lesión de los derechos fundamentales aducida por la recurrente, concretamente la lesión de los derechos fundamentales a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) y a la igualdad en aplicación de la ley (art. 14 CE). El ATC 41/2018, de 16 de abril, declaró que la inadmisión del recurso de casación autonómica por el TSJ de Extremadura, no vulneró el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, en la vertiente de acceso al recurso legal porque, a diferencia de lo aducido por los recurrentes, no se llevó a cabo un interpretación contraria a la mayor efectividad del citado derecho fundamental con infracción del principio de proporcionalidad, sino que, como no era factible la composición de la sección, según indica el art. 86.3, segundo apartado, de la LJCA, la «finalidad a que estaría llamado este eventual recurso de casación, cual es la de asegurar la uniformidad en la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico autonómico, en las circunstancias expresadas, quedo ya satisfecha en la Sentencia dictada por el Pleno de esa Sala de lo Contencioso-Administrativo» (FJ 5 del citado ATC 41/2018).

En otras palabras, el Tribunal Constitucional no apreció la lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva en la vertiente de acceso al recurso legal porque la finalidad del recurso de casación autonómico no es salvaguardar los derechos fundamentales de los recurrentes, sino asegurar la uniformidad del ordenamiento jurídico autonómico, sobre lo que ya se había pronunciado la Sala del TSJ de Extremadura en la Sentencia impugnada en casación. Para el Tribunal Constitucional esto no compromete la constitucionalidad de la regulación, porque en abstracto la norma no vulnera ningún derecho fundamental, sino que se trata de un problema de aplicación de la norma que contiene la citada regulación.

Se trata, como el lector puede apreciar, de un razonamiento curioso en cuanto que parece desvincularse del sistema de control desconcentrado de respeto a los derechos fundamentales, que rige en nuestro ordenamiento jurídico y, con ello, de la subsidiariedad del recurso de amparo, uno de sus rasgos característicos.

En mi criterio una regulación legal que resulta inaplicable en la práctica no es propia de un legislador serio y no resulta coherente con la cláusula de Estado de Derecho de la Constitución española.

En segundo lugar, la STC 128/2018, de 28 de noviembre, que es la primera Sentencia del Tribunal que afronta la inconstitucionalidad de la regulación del recurso de casación autonómico, enjuició una cuestión de inconstitucionalidad formulada por el TSJ de Castilla-La Mancha, que formuló también la cuestión de inconstitucionalidad núm. 2861-2018, desestimada por la STC 18/2019, de 11 de febrero, y la cuestión de inconstitucionalidad núm. 3019-2018, que fue desestimada, asimismo, por la STC 26/2019, de 25 de febrero.

Obviamente las SSTC 18/2019 y 26/2019 aplican la doctrina constitucional establecida en la STC 128/2018. En la formulación de la cuestión de inconstitucionalidad que dio lugar a la STC 128/2018 se adujeron, en síntesis, tres motivos de inconstitucionalidad del apartado tercero, segundo párrafo, del art. 86 LJCA, de acuerdo con la redacción dada por la L.O. 7/2015:


	
—  El primer motivo se refiere a la insuficiencia de rango normativo de la Disposición final tercera de la citada L.O. 7/2015, ley ordinaria, para reformar el recurso de casación contencioso-administrativa, concretamente en cuanto a la delimitación de la sección del TSJ que debe resolver el recurso de casación autonómico. Y ello, porque el art. 122.1 CE establece reserva de ley orgánica para la constitución de juzgados y tribunales. Este primer motivo fue desestimado por el Tribunal Constitucional en la STC 128/2018, FJ 4.En la fundamentación jurídica de la STC 128/2018, con cita de las SSTC 121/2011 y 110/2017, el Tribunal declaró que «la doctrina constitucional ha evitado una interpretación rígida del significado y alcance de la de la reserva de ley orgánica que deriva del artículo 122.1 CE, aceptando "un sistema en el que la Ley Orgánica del Poder Judicial establece los criterios generales de atribución y las leyes ordinarias concretan esos criterios en cada ámbito específico" (STC 121/2011, FJ 3), de forma que el control que ejerce este Tribunal sobre la relación de la legislación procesal de rango ordinario con la Ley Orgánica del Poder Judicial se ha centrado en preservar la coherencia del diseño establecido en esta última» (FJ 3 in fine). Continúa la fundamentación jurídica con la desestimación del motivo de falta de rango normativo de la reforma del recurso de casación autonómico declarando que el precepto impugnado (art. 86.3, segundo párrafo, LJCA), no crea un nuevo órgano judicial en el sentido del art. 122.1 CE, sino que se refiere a una sección de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, es decir, una sección nueva del mismo órgano judicial. En particular la STC 128/2018 declara que: «[…] que las Secciones a las que se refiere el artículo 86.3 LJCA son una variedad de las Secciones "funcionales" que contempla la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que no constituyen órganos judiciales distintos a los efectos de nuestra doctrina constitucional sobre el alcance de la reserva de ley orgánica que deriva del artículo 122.1 CE y que, en consecuencia, no necesariamente deben ser reguladas por disposiciones de rango orgánico» [FJ 4, b), in fine].

Además, aunque no fue planteado por el órgano judicial a quo, el Tribunal Constitucional se pronunció, en la citada STC 128/2018, sobre el grado de acomodo de la regla procesal cuestionada a las previsiones de la LOPJ y sobre la contradicción puesta de manifiesto por la Fiscal, entre los apartados 5 y 6 del art. 74 de la LOPJ y los párrafos, segundo y tercero, del apartado 3 del art. 86 LJCA. Los apartados 5 y 6 del art. 74 de la LOPJ atribuyen a las Sala de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia los recursos de casación para unificación de doctrina y en interés de ley, respectivamente, «en los casos previstos en la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa». Por su parte el art. 86.3, párrafos segundo y tercero, de la LJCA, regulan, como es sabido, el nuevo recurso de casación autonómico. Pues bien, el Tribunal Constitucional declaró que «la reforma de 2015 se ha limitado a especificar o concretar esos "casos" de forma novedosa, esto es, mediante una nueva regulación, incluida en el artículo 86.3, párrafos segundo y tercero, LJCA. Aunque el nomen iuris de los recursos regulados en una y otra norma no coincida plenamente, no se ha introducido una regulación frontalmente incompatible o contradictoria con lo contemplado en la Ley Orgánica, sino una regulación que lleva a cabo una sustitución funcional de dos recursos de casación de ámbito restringido por un único recurso de casación de carácter general» [FD 4 d)]. Obviamente este impecable razonamiento del Tribunal sobre el recurso de casación autonómico choca frontalmente con la inoperancia práctica del mismo.



	
—  El segundo motivo de inconstitucionalidad planteado por la Sala a quo se refiere a la infracción del principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), dada la deficiente calidad normativa de la regulación del recurso de casación autonómico (p. 22 de la STC 128/2018). Una deficiente regulación que ha propiciado resoluciones dispares respecto a la admisión de los recursos de casación autonómicos formulados ante diversos Tribunales Superiores de Justicia.



El Tribunal desestimó este motivo de inconstitucionalidad declarando que:

«[l]a indeterminación del precepto legal cuestionado no conlleva una quiebra de la seguridad jurídica, pues una interpretación sistemática del mismo permite acotar su sentido y determinar las resoluciones que pueden ser objeto de este recurso y el órgano que ha de resolverlo. Las incertidumbres que, prima facie, pueda suscitar la disposición cuestionada pueden ser salvadas mediante una interpretación perfectamente razonable, aplicando los criterios ordinarios de interpretación de la ley y atendiendo, especialmente, a la configuración más objetivada del recurso de casación estatal, a cuyas normas se remite implícitamente el recurso de casación autonómico y que debe considerarse que integran también su regulación. En caso contrario, si las incertidumbres que pueda suscitar la disposición cuestionada fueran zanjadas con conclusiones voluntaristas, irracionales o extravagantes o en contravención del tenor literal de los preceptos aplicables, quien se considerase afectado por tales interpretaciones las podría combatir mediante el correspondiente recurso de amparo» (FJ 5 de la STC 128/2018).


Es decir, que si en el futuro se dicta una Sentencia con una interpretación irrazonable de la regulación del recurso de casación autonómico, el Tribunal Constitucional podría entrar a enjuiciar su constitucionalidad pero que, en abstracto, la regulación actual, aunque escueta, es perfectamente constitucional y no infringe el principio de seguridad jurídica.


	
—  La Sala proponente de la cuestión de inconstitucionalidad fundamento un tercer motivo en la infracción del principio de igualdad por las resoluciones dispares de los Tribunales Superiores de Justicia que producía su aplicación (FJ 6). El Tribunal desestimó la vulneración aducida por considerar que la alegada desigualdad no estaba en la norma, sino que proviene de la aplicación dispar por las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia.

	
—  Además, como cuarto motivo de inconstitucionalidad, se adujo la infracción del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva de los recurrentes, que por tratarse de un recurso y no de acceso a la justicia, el Tribunal rechazó con base en la doctrina consolidada sobre la configuración legal del acceso a los recursos y, añadió, además, que los preceptos cuestionados admiten una interpretación lógica y coherente que haga útil la casación autonómica, porque la unificación del derecho autonómico corresponde a los Tribunales Superiores de Justicia.

	
—  Por último, el Tribunal rechazó, asimismo, el quinto motivo que fundamentó la inconstitucionalidad de la casación autonómica con base en la infracción del derecho al juez predeterminado por la ley (art. 24.2 CE), dado que el art. 86.3 LJCA tiene rango legal y, por tanto, respeta lo previsto en el art. 24.2 CE.



Por lo expuesto, es posible concluir que la constitucionalidad de la regulación del recurso de casación autonómico declarada por la STC 128/2018, si bien resulta acorde con la doctrina constitucional, no deja de ser altamente insatisfactoria. En mi criterio, las normas jurídicas no sólo deben ser constitucionales en abstracto, sino también eficaces respecto de la finalidad a la que sirven, lo que no ocurre con la regulación del recurso de casación autonómico que, en la práctica, no existe en algunas Comunidades Autónomas y en aquellas donde se ha constituido la Sección, con respecto a los recursos planteados, los recurrentes no han tenido ningún éxito. Y, por ejemplo, en Cataluña, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ, consideró que sólo procedía la casación autonómica contra sentencias de los juzgados contencioso-administrativos no susceptibles de apelación que apliquen derecho autonómico, pero no contra sentencias de apelación de la Sala. De ahí que la STC 98/2020, de 22 de julio, otorgase el amparo solicitado al Ayuntamiento de Sant Cugat del Vallès, porque el TSJ de Cataluña, Sala de lo Contencioso-Administrativo, inadmitió el recurso de casación autonómico formulado contra una sentencia de apelación de la Sala. De acuerdo con la STC 98/2020, la inadmisión del recurso por ese motivo no respetó los rasgos definitorios del recurso de casación autonómico, según la doctrina constitucional derivada de la STC 128/2018, de 29 de noviembre, esto es: la configuración paralela de la casación autonómica con la casación estatal y la remisión implícita del art. 86.3 LJCA a la regulación de la casación estatal, que impide por tanto dejar fuera del ámbito objetivo del recurso de casación autonómico las sentencias de apelación de la Sala que apliquen derecho autonómico.

3.  Descripción breve de la nueva regulación y dudas que la misma plantea

Como se indica en el título de este epígrafe, el mismo no tiene por objeto un análisis detallado de la nueva regulación pero sí destacar los aspectos más significativos del nuevo modelo casacional, que ha unificado las diversas modalidades previas. (19)  Las tres directrices que vertebran el nuevo modelo de recurso de casación son: (20)  en primer lugar, la ampliación de los asuntos que pueden llegar al Tribunal Supremo, ya que se ha eliminado la cuantía o summa graviminis y se ha abierto el recurso de casación a las resoluciones de órganos unipersonales como los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo. En segundo lugar, el criterio de admisión ya no es reglado, sino discrecional, porque corresponde a la Sección de Admisión, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, apreciar si concurre el interés casacional objetivo en el asunto, lo que permitirá al Tribunal escoger los casos relevantes para la formación de jurisprudencia. (21)  Y, finalmente, en tercer lugar, en el recurso de casación el órgano judicial sólo conocerá de cuestiones jurídicas, al igual que venía siendo habitual con la regulación previa. (22) 

3.1.  La ampliación de las resoluciones recurribles (23) 

El juego combinado de los arts. 86 y 87 de la LJCA permite, actualmente, que puedan acceder al recurso de casación asuntos que versen sobre cualquier materia y de cualquier órgano de la jurisdicción contencioso-administrativa, contra resoluciones que pongan fin al recurso, a la pieza de medidas cautelares e incluso, en determinados supuestos, contra resoluciones dictadas en ejecución de sentencias. Se han eliminado los elementos reglados (determinadas materias, cuantía y órgano judicial de procedencia), para convertir la admisión del recurso de casación en discrecional por parte de la Sección de Admisión, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, con tal de que el asunto presente interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, aunque sea un asunto de pequeña cuantía y/o provenga de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo o de los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo. (24)  (25)  No obstante, habrá que estar atentos a analizar la evolución de la admisión del recurso de casación para despejar algunas dudas sobre la decidida ampliación de las resoluciones recurribles.

Por ejemplo, respecto de las sentencias dictadas en única instancia por los órganos unipersonales de la jurisdicción contenciosa-administrativa, el art. 86.1, párrafo segundo, dispone que serán recurribles «siempre que las sentencias contengan doctrina que se reputa gravemente dañosa para los intereses generales y sean susceptibles de extensión de efectos», ya hayan sido dictadas en única instancia o en apelación, por las Salas de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional y de los Tribunales Superiores de Justicia. Estamos ante requisitos acumulativos, como declaró el ATS de 30 de mayo de 2017. (26)  El primer requisito parece limitar los supuestos de interés casacional objetivo apreciable en las sentencias de los órganos judiciales unipersonales a que «contengan doctrina que se reputa gravemente dañosa para los intereses generales». (27)  El segundo requisito, esto es, que las sentencias «sean susceptibles de extensión de efectos», puede interpretarse de dos formas, bien relacionándolo con los criterios de interés casacional objetivo del art. 88.2. c) LJCA, es decir, que sea una sentencia «que afecte a un gran número de situaciones, bien en sí misma o por trascender del caso objeto del proceso», o bien que se refiera a sentencias susceptibles de extensión de efectos de las reguladas en el art. 110 de la LJCA, es decir, sentencias dictadas «en materia tributaria, de personal al servicio de la Administración pública y de unidad de mercado», que hubieran reconocido «una situación jurídica individualizada a favor de una o varias personas». Ha prevalecido la segunda interpretación del citado precepto, lo que resulta determinante para que no sean susceptibles de recurso de casación las sentencias desestimatorias. Y ello porque una sentencia desestimatoria no reconoce ninguna situación jurídica individualizada susceptible de extender sus efectos, con lo que no cumple el requisito de admisibilidad que impone el art. 86.1 in fine de la LJCA. (28) 

Entre otros, el ATS de 26 de abril de 2017 precisó que la expresión «susceptible de extensión de efectos» deber ser interpretado con referencia a los arts. 110 y 111, y a las materias, que mencionan estos preceptos. (29)  En consecuencia, la posibilidad de extensión de efectos debe entenderse, tal como se hacía antes de la reforma, respecto de una sentencia firme que haya reconocido una situación individualizada a favor de alguna o algunas personas en materia tributaria, de personal al servicio de las Administraciones públicas o de unidad de mercado. En esta última materia, la Sala de lo Contencioso-Administrativo ha establecido un concepto no formal, sino material o sustantivo. Así, por ejemplo, la Sección Primera de la Sala Tercera del Tribunal Supremo admitió a trámite el recurso de casación formulado contra la Sentencia núm. 287/2016, de 5 de octubre, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 17 de Barcelona, que estimó el recurso Contencioso-Administrativo interpuesto por UBER B.V., formulado por la Generalidad de Cataluña. (30)  En el ATS 4211/2017, de 8 de mayo, la Sección Primera de la Sala Tercera (ponente Magistrado Diego Córdoba Castroverde) declaró que:

«El objeto del pleito del que trae causa este recurso de casación no permite rechazar, a priori, que nos encontremos ante una cuestión referida a la "unidad de mercado", pues lo discutido en la instancia versa sobre la libertad de establecimiento y prestación de servicios; cuestión ésta que conecta con las previsiones de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado (en adelante, LGU), cuyo art. 2 define su ámbito de aplicación en relación con el "acceso a actividades económicas en condiciones de mercado y su ejercicio por parte de operadores legalmente establecidos en cualquier lugar del territorio nacional", fundamentándose la unidad de mercado —según se dispone en el segundo apartado del art. 1 LGU— "en la libre circulación y establecimiento de los operadores económicos, en la libre circulación de bienes y servicios por todo el territorio español, sin que ninguna autoridad pueda obstaculizarla directa o indirectamente, y en la igualdad de las condiciones básicas del ejercicio de la actividad económica". […] Partiendo de lo anterior, no puede obviarse que la ratio decidendi de la sentencia que se impugna (para fundamentar la anulación de la sanción impuesta) es, precisamente, la calificación de la actividad económica desarrollada por UBER como una actividad excluida de la ordenación de transportes —que, por tanto, no se encuentra sometida a licencia o autorización— cuyo ejercicio se encuentra amparado, en cambio, en el principio de libre establecimiento y prestación de servicios que proclama la Ley reguladora de los Servicios de la Sociedad de la Información y, en última instancia, la Directiva de Servicios. En definitiva, el litigio plantea el régimen jurídico aplicable a dicha actividad y consecuentemente el ejercicio de la libre prestación de servicios, materia íntimamente conexa con la garantía de la unidad de mercado en los términos ya apuntados. Y bajo este prisma, reiteramos, no puede rechazarse en este momento procesal que se trate de un asunto subsumible en la materia de "unidad de mercado" a que alude el art. 110 LJCA». (31) 


En cuanto a la ampliación de las resoluciones recurribles en casación debo destacar que no siempre lo prometido se cumple, es decir, que la esperada ampliación no se produce en algunos supuestos en los que resulta más restringida la admisión de la casación. En este sentido encontramos que se ha suprimido la recurribilidad en todo caso de las sentencias que anulen una disposición de carácter general, como los planes urbanísticos, estableciéndose en cambio una presunción ex lege de que estos asuntos revisten interés casacional objetivo pero en los que habrá que argumentar que la nulidad tiene trascendencia suficiente ex art. 88.3. c) LJCA. Una presunción iuris tantum que en la práctica el Tribunal Supremo está aplicando de forma restrictiva, como más adelante se expondrá.

En todo caso, la finalidad de la reforma es, como ya se ha advertido, dejar que la Sala Tercera del Tribunal Supremo se centre en su función principal, esto es, la formación de jurisprudencia y la unificación de criterios. Una función nomofiláctica a la que aludía P. CALAMANDREI, identificándola con la tarea de unificación y uniformización de la interpretación del ordenamiento jurídico y con el control de su aplicación a un caso concreto, que determina la formulación del Derecho aplicable a casos futuros. (32)  La jurisprudencia así definida completa el ordenamiento jurídico de acuerdo con lo dispuesto en el Código Civil, especialmente visible cuando se trata de una laguna jurídica (esto es, un supuesto no previsto explícitamente por la norma jurídica), o de corregir las deficiencias de nuestro sistema jurídico que puede contener antinomias.  (33) Formación de jurisprudencia entendida como la existencia de, al menos, dos Sentencias del Tribunal Supremo sobre el mismo asunto, con identidad de hechos y de normas aplicadas, salvo cuando se trata de un cambio de línea jurisprudencial, que deberá estar suficientemente motivada para no ser considerada un apartamiento de la jurisprudencia consolidada. (34)  Ello permite, asimismo, diferenciar la jurisprudencia del Tribunal Supremo, o de los Tribunales Superiores de Justicias sobre el derecho autonómico, de la doctrina constitucional, por no provenir en este último caso de un órgano integrado en el poder judicial y porque, por imperativo legal, las Sentencias del Tribunal Constitucional vinculan a todos los poderes públicos y producen efectos generales desde la fecha de su publicación, sin que el art. 38 de la LOTC exija la reiteración de la resolución para que surta los efectos indicados. (35) 

3.2.  El interés casacional objetivo. Remisión

El interés casacional objetivo es la piedra angular de la reforma. El certiorari a la española pivota sobre la discrecional apreciación por la Sección de Admisión, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de que el asunto presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia (art. 88.1 LJCA).

La reforma de la LJCA por la L.O. 7/2015, de 21 de julio, se venía fraguando desde hace tiempo. (36)  Comisiones de estudio, de propuestas de reforma del recurso de casación, coincidían en que era necesario avanzar hacia un modelo de admisión discrecional, o parcialmente discrecional, como el americano con su conocido certiorari. (37)  Destaca la propuesta elaborada hace seis años por Magistrados de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, Catedráticos de Derecho Administrativo y Abogados del Estados, entre otros ilustres juristas, en la que ya se recomendó la utilización del interés casacional para determinar la admisión del recurso de casación. (38)  La razón de la propuesta era impedir que, un número siempre creciente de recursos de casación admitidos, por cumplir los elementos reglados que impuso la regulación primigenia del recurso de casación por la LJCA, impidiese al Tribunal Supremo centrarse en su labor principal, esto es, la creación de jurisprudencia y la unificación de criterios. El alto número de recursos de casación admitidos, junto con la voluntad decidida de abrir la casación contencioso-administrativa a las resoluciones judiciales de los órganos unipersonales (Juzgados y Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo), fueron determinantes de la introducción del interés casacional objetivo como carga del recurrente, que debe argumentar que el asunto para el que solicita la admisión del recurso tiene interés casacional «objetivo» o, lo que es lo mismo, «para la formación de jurisprudencia», más allá de ser relevante para sus intereses y derechos subjetivos (art. 88.1 LJCA). En la actualidad, según datos de la Sección Primera, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, en 2018 ingresaron 8.530 recursos de casación, es decir, un número alto, pero sólo fueron admitidos a trámite 1.105 recursos, ascendiendo a 5.033 los inadmitidos, la mayoría por providencia (4.780), y algunos por auto (253), estando pendiente de admisión en febrero de 2019, 1.117 recursos. (39) 

Como se expondrá más adelante, a pesar de que es una carga del recurrente argumentar la concurrencia del interés objetivo casacional, la Sección de Admisión de la Sala Tercera del Tribunal Supremo aprecia su concurrencia de forma discrecional, lo que le permite admitir a trámite aquellos asuntos que verdaderamente encajan en el mapa casacional o documento de trabajo interno del Tribunal, que enumera las materias o cuestiones sobre la que no existe jurisprudencia o, aun existiendo ésta, no resuelve todos los aspectos del problema jurídico planteado. En este sentido, BLANCA LOZANO CUTANDA se refiere a una admisión subjetiva del recurso de casación contencioso-administrativa. (40) 

En definitiva, el interés objetivo casacional permitirá a la Sala Tercera estudiar y reflexionar sobre los asuntos dado que:

«Sin un estudio adecuado, no puede haber una reflexión adecuada; sin una reflexión adecuada, no puede haber una discusión adecuada; sin una discusión adecuada, no puede producirse ese completo y fructífero intercambio intelectual indispensable para adoptar por el Tribunal decisiones que sean sabias y persuasivas: A menos que el Tribunal priorice sus propios criterios para otorgar la revisión de los casos, inevitablemente se enfrentará con la acumulación de retrasos o dispondrá de su asunto esencial de una forma demasiado veloz, y por lo tanto demasiado superficial». (41) 


El análisis de la regulación y, lo que es más importante, de cómo se está aplicando y qué casos presentan interés objetivo casacional, de acuerdo con los Autos de la Sección de Admisión, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, se realiza en un epígrafe posterior al cual me remito.

3.3.  Naturaleza extraordinaria del recurso de casación

En primer lugar, debo destacar que el recurso de casación sigue siendo un recurso extraordinario, como pone de manifiesto la propia LJCA al mantener la denominación de recurso de casación frente al recurso ordinario de apelación. El carácter extraordinario del recurso de casación ha sido tradicionalmente uno de sus rasgos distintivos, apreciado no sólo porque las resoluciones recurribles debían superar la summa gravaminis, sino también porque no todas las resoluciones de instancia eran susceptibles de recurso de casación, y los motivos de impugnación siempre han sido tasados. (42)  Una naturaleza extraordinaria que se ha agudizado con la reforma, que incorpora más exigencias formales como más adelante se menciona.

Este rasgo ha sido determinante de la desestimación de recursos de amparo, que impugnaban inadmisiones de recursos de casación previos a la reforma de 2015. El último pronunciamiento del Tribunal Constitucional sobre la no vulneración del derecho fundamental de acceso al recurso legal por la inadmisión de un recurso de casación, formulado con carácter previo a la reforma del recurso de casación Contencioso-Administrativo por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Me refiero a la STC 7/2015, de 22 de enero, que hace referencia a su carácter extraordinario. En efecto, en la citada Sentencia el Tribunal Constitucional recuerda el significado del carácter de recurso especial o extraordinario del recurso de casación, lo «que determina que debe fundarse en motivos tasados — numerus clausus— y que está sometido no solo a requisitos extrínsecos de tiempo y forma y a los presupuestos comunes exigibles para los recursos ordinarios, sino a otros intrínsecos, sustantivos, relacionados con el contenido y la viabilidad de la pretensión; de donde se sigue que su régimen procesal es más estricto por su naturaleza de recurso extraordinario (SSTC 37/1995, de 7 de febrero, FJ 5; 248/2005, de 10 de octubre, FJ 2; 100/2009, de 27 de abril, FJ 4; y 35/2011, de 28 de marzo, FJ 3)», [FJ 2, d), de la citada STC 7/2015].

Además, el ATC 41/2018, de 16 de abril, que ha sido objeto de análisis previamente, se refiere expresamente al carácter extraordinario del recurso de casación una vez entrada en vigor la reforma del mismo. El citado Auto, en el FJ 4, se refiere a la STC 7/2015, de 22 de enero, donde el Tribunal reiteró su doctrina consolidada sobre el derecho fundamental de acceso al recurso legal y, por tanto, el control limitado que puede ejercer el Tribunal Constitucional sobre la inadmisión de los recursos de casación: dado, por una parte, la posición especial del Tribunal Supremo y de su jurisprudencia en nuestro ordenamiento jurídico; y, por otra parte, la naturaleza extraordinaria del mismo, que determina que deba fundarse en motivos tasados y que esté sometido, no sólo a requisitos extrínsecos de tiempo y forma como los recursos ordinarios, sino también a otros «sustantivos, relacionados con el contenido y la viabilidad de la pretensión, de donde sigue que su régimen procesal es más estricto por su naturaleza de recurso extraordinario […]».

Pero lo interesante a nuestro objeto de estudio es que el ATC 41/2018, de 16 de abril, que declaró que el carácter extraordinario del recurso de casación se acentúa con el nuevo modelo introducido por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. En efecto, el Tribunal Constitucional declaró en el FJ 4º del citado Auto lo siguiente:

«Esta naturaleza de recurso especial o extraordinario se acentúa en el nuevo recurso de casación introducido por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, llamado a ser el "instrumento por excelencia para asegurar la uniformidad en la aplicación judicial del derecho" (exposición de motivos de la Ley Orgánica 7/2015). Con este nuevo recurso se amplía el ámbito de aplicación a la generalidad de las resoluciones judiciales finales de la jurisdicción contencioso-administrativa (arts. 86.1 y 87.1 LJCA) y, mediante la técnica de selección fundada en el llamado interés casacional objetivo (art. 88 LJCA), se busca que "cumpla estrictamente su función nomofiláctica" (exposición de motivos)».


En segundo lugar, el enjuiciamiento de los asuntos que son admitidos en casación por el Tribunal Supremo ha estado siempre limitado a cuestiones de Derecho, con exclusión de la valoración de los hechos y de la prueba que corresponde realizar al órgano judicial de instancia (art. 87 bis, 1). El art. 87 bis LJCA se remite a lo que dispone el apartado tercero del art. 93, respecto de la resolución de la controversia jurídica, que permite que el Tribunal Supremo integre, en los hechos admitidos como probados en la instancia, aquellos que fueron omitidos, siempre que «estén suficientemente justificados según las actuaciones y cuya toma en consideración resulte necesaria para apreciar la infracción alegada de las normas del ordenamiento jurídico o de la jurisprudencia, incluso la desviación de poder». En este sentido el ATS de 19 de junio de 2017, rec. 273/2017, declaró en el FD 6º lo siguiente: (43) 


«Es verdad que en el marco de la antigua regulación del recurso de casación, la jurisprudencia matizó que aun estando excluida del recurso de casación la valoración de la prueba, aun así, tal valoración podía ser cuestionada en casación en circunstancias que expresamente se calificaban de "excepcionales", entre las que destacaba la referida a los casos en que se denunciara que la valoración probatoria efectuada por el tribunal de instancia hubiera sido no ya equivocada, sino más aún, manifiestamente ilógica, irracional o arbitraria.

Si en el antiguo recurso de casación la discusión sobre la valoración de la prueba ya se admitía con carácter excepcional y restrictivo, mucho más excepcional y restrictiva ha de ser su admisión en la actual y novedosa regulación del recurso, que como hemos dejado expuesto centra su objetivo en la interpretación del Derecho y no en los asuntos o cuestiones con perfiles marcadamente casuísticos y circunstanciados, precisamente porque estos últimos carecen de la dimensión de interés casacional objetivo que es inherente al nuevo sistema casacional. Por ello han de quedar excluidas del actual recurso de casación la cuestiones en las que la parte manifiesta su discrepancia con el resultado valorativo de la prueba realizado por el tribunal a quo, del que deduce unos hechos con trascendencia jurídica en cumplimiento de las previsiones legales sobre la valoración de la prueba, cuando estas, como en el caso de la prueba pericial, le permitan un margen valorativo (conforme a las reglas de la "sana critica") que la parte pretende discutir alegando que el juicio valorativo ha sido ilógico o arbitrario, pues ello revela, en definitiva, una discrepancia con el resultado de dicha valoración sin plantear, en realidad, una infracción de la norma jurídica que establece los criterios de valoración que debe utilizar un tribunal al enjuiciar este tipo de pruebas. En este sentido se enmarca el actual artículo 87 bis, párrafo 1º. Por eso, la alegación de la Junta de Andalucía sobre la defectuosa valoración de la prueba por el Tribunal de instancia han de quedar excluidas del recurso de casación.»



No obstante, aunque difícil no es imposible que, en algún caso, existan las circunstancias excepcionales exigidas por la jurisprudencia del Tribunal Supremo para revisar en sede casacional la valoración probatoria efectuada por la Sala de instancia, por no ser razonable dicha valoración (por todas, la STS de 28 de septiembre de 2018, rec. 2954/2016). La STS de 11 de octubre de 2018, rec. 4797/2017, ponente Magistrado Fernando Román García, es otro caso donde la Sala Tercera apreció la concurrencia de esas circunstancias excepcionales. En ella se trataba de enjuiciar la conformidad a Derecho de los autos dictados por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, denegatorios de la solicitud de extensión de las medidas cautelares previamente adoptadas en el procedimiento Contencioso-Administrativo principal entablado contra la resolución administrativa por la que se aprobó el Convenio Marco de Colaboración entre el Ministerio y la Comunidad Autónoma de Andalucía para la ejecución del Plan Nacional de Transición a la TDT. La Audiencia Nacional, como órgano judicial de instancia, rechazó la ampliación solicitada, entre otras, por no considerar ciertas órdenes de la Junta de Andalucía como ejecución del convenio. Sin embargo, la STS de 11 de octubre de 2018 citada declaró, en el FD 6º, que:

«La Sala de instancia se ha limitado a afirmar, apodícticamente y sin incorporar a sus autos la correspondiente valoración razonada, que dicha relación no ha resultado acreditada "pese a los esfuerzos del recurrente en demostrar lo contrario". Sin embargo y, aun prescindiendo de los acertados razonamientos expresados al respecto por la recurrente, constatamos que bastaría la lectura del propio tenor literal de los acuerdos dictados en 2015 para alcanzar la solución contraria. Por tal motivo, consideramos que concurren las circunstancias excepcionales exigidas por la jurisprudencia (por todas, baste citar al respecto la STS n.o 1.432/2018, de 28 de septiembre, RC 2954/2016) para revisar en sede casacional la valoración probatoria efectuada por la Sala de instancia, al no ser razonable dicha valoración». (44) 


En tercer lugar, el cambio de modelo del recurso de casación ha subrayado el carácter extraordinario del mismo, tal como se mencionó previamente, lo que se aprecia no sólo en los requisitos sustantivos de acceso al recurso de casación, sino también en cuanto a los requisitos formales. (45)  Como es sabido, el carácter extremadamente formal del recurso de casación es otro de sus rasgos distintivos. Una vez aprobada la reforma del recurso de casación, por Acuerdo de 19 de mayo de 2016, del Consejo General del Poder Judicial, se publicó el Acuerdo de 20 de abril de 2016, de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, sobre la extensión máxima de los escritos del recurso de casación (escritos de preparación, de interposición y de oposición), así como la estructura, letra, espacio entre líneas, carátula y contenido de los escritos.

El art. 87 bis de la LJCA habilita a la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo a adoptar un acuerdo en el que delimite la extensión máxima y otras condiciones formales, de los escritos de interposición y de contestación u oposición de los recursos de casación, con inclusión de las reglas para la presentación telemática de los escritos. No obstante, el Acuerdo de 20 de abril de 2016 de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, con base en que concurre la misma justificación para limitar los escritos de preparación y de oposición que de interposición, regula la extensión máxima de los primeros, aunque con carácter de simples recomendaciones. En consecuencia, no parece posible la inadmisión de un escrito de preparación de un recurso de casación por tener una extensión superior a 35.000 caracteres, pero, asimismo, he de señalar que no resultará nada conveniente para el justiciable, que solicita la admisión de su recurso de casación, no atender la recomendación de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo.

En cuanto a la citada justificación del establecimiento de requisitos formales en los escritos del recurso de casación, según el citado Acuerdo de 20 de abril de 2016, se encuentra, por un lado, en el previsible aumento de recursos que se presentarán ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, debido a que se amplían las resoluciones que tendrán acceso al recurso de casación al haberse eliminado, entre otros, el requisito de la cuantía; y, por otro lado, la medida se justifica por su existencia en derecho comparado, ya que según declara el citado Acuerdo, es una medida novedosa en nuestro ordenamiento, pero es posible encontrarla en los escritos ante el Tribunal de Justicia de la UE, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Tribunal Supremo de Estados Unidos.

Pero, además, de la limitación de la extensión de los escritos de interposición y contestación a 50.000 caracteres (equivalente a 25 folios), limite que deberá certificar el abogado que firme el escrito, el Acuerdo establece también la estructura de los escritos y lo que es más llamativo, el tipo de letra a utilizar (New Times Roman) y el tamaño de la misma (12 para el texto y 10 para las notas a pie), así como, un espacio interlineal de 1,5. Estos aspectos formales no parece que tengan que ver con la previsión de un aumento de los recursos de casación, ni la práctica en países de nuestro entorno, sino con la doble finalidad que menciona también el Acuerdo de 19 de abril de 2016, de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, a saber «facilitar la lectura, análisis y decisión» por el órgano judicial y el «formato uniforme con vistas a su presentación telemática o a su posterior tratamiento digital, permitiendo una rápida localización del propósito del escrito y de los datos de identificación necesarios». (46) 

Aunque a priori puedan parecer un tanto excesivos los requisitos formales del recurso de casación, lo cierto es que no era infrecuente encontrar escritos larguísimos, y en general, por tanto, reiterativos, que desde mi experiencia como Letrada al servicio del Tribunal Constitucional, no contribuyen en nada a facilitar el análisis de las quejas del recurrente, más bien lo contrario. Por eso, en mi criterio, el límite a la extensión de los escritos es un acierto.
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Precisamente el ATS 4211/2017, de 8 de mayo, parcialmente transcrito admitió el recurso de casación por apreciar ICO en el asunto, en concreto, «para determinar el marco regulador de las actividades de intermediación o conexión de usuarios y servicios a través de plataformas o aplicaciones digitales y la posibilidad, en su caso, de que estas actividades puedan ser sometidas al régimen de intervención administrativa propio de la normativa sectorial de transporte», parte dispositiva apartado 2º. La STS de 24 de enero de 2018, RC 1277/2017, FD 2º, declaró que «[l]a proyección de esa doctrina, sentada en la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 20 de diciembre de 2017 (asunto C-434/15 ), al caso que enjuiciamos en este recurso de casación, determina que declaremos que, contrariamente a lo que se afirma en la sentencia impugnada, la actividad que desarrolla Uber, B.V. ha de calificarse de "servicio en el ámbito de los transportes, a los efectos del artículo 58 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea", en cuanto el servicio de intermediación forma parte integrante de un servicio global cuyo elemento principal es un servicio de transporte.

Descartamos, por ello, que esta actividad se enmarque en el ámbito de la regulación de los servicios de la sociedad de la información, en el sentido del artículo 1, punto 2, de la Directiva 98/34/CE, al que remite el artículo 2, letra a), de la Directiva 2000/51/CE, sino a la de servicios en el ámbito del transporte, en el sentido del artículo 2, apartado 2, letra d) de la Directiva 2006/123/CE.

De ello deriva que el régimen sancionador aplicable a los operadores que desarrollan su actividad a través de estas plataformas sea el propio establecido en la regulación de los transportes terrestres.

Conforme a los razonamientos jurídicos expuestos, respondiendo a la cuestión planteada en el recurso de casación que presenta interés casacional objetivo, esta Sala declara que:


	
1)  El marco regulador que resulta aplicable a las actividades de intermediación o conexión de prestaciones de servicios de transporte a través de plataformas o aplicaciones digitales con los usuarios demandantes de servicios de esta índole, está integrado por la normativa sectorial adoptada en materia de transportes, lo que excluye la aplicación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico.


	
2)  El régimen sancionador aplicable a esta actividad de intermediación o mediación descrita en el apartado anterior es el propio de la regulación adoptada en el ámbito de la ordenación de los transportes».
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